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TU VOZ, NUESTRO RUMBO



PUNTO DE PARTIDA

Progreso, Oportunidad y Avance (PROA) representa un proyecto político
arraigado en los valores del socialismo democrático y en los principios
constitucionales de justicia social, libertad e igualdad.  
Nuestro compromiso con España se basa en una idea clave: la democracia no
se limita a un conjunto de normas e instituciones, sino que implica un esfuerzo
constante por modernizar la sociedad y garantizar el bienestar colectivo.

En los últimos años, marcados por una pandemia mundial, una grave crisis
energética y una guerra en Europa, se ha demostrado que la respuesta
progresista se basa en la estabilidad, la solidaridad y la búsqueda de
soluciones reales para proteger a las familias, los trabajadores y los sectores
productivos. Siguiendo la línea de pensamiento de la familia socialdemócrata
europea, en PROA trabajamos por una España justa, libre, sostenible,
democrática y plenamente integrada en una Europa solidaria. 

Frente a las fuerzas conservadoras que pretenden frenar los avances sociales
y abrir las instituciones a la ultraderecha, defendemos con firmeza una
agenda de progreso y nos oponemos a todo intento de retroceder en
igualdad, derechos laborales, justicia social o compromiso medioambiental.

En PROA creemos que sólo se puede hacer política escuchando a la
ciudadanía y construyendo de su mano, porque el rumbo de España sólo
puede marcarlo su gente. Tu voz, nuestro rumbo no es sólo un lema: es
nuestra esencia y la brújula que se encargará de guiar todas y cada una de
nuestras decisiones. 

Este programa electoral no es un mero catálogo de promesas: es una hoja de
ruta para lograr un país más justo, más verde y más libre, donde el
crecimiento económico vaya de la mano del bienestar social y la igualdad sea
un hecho y no una aspiración. En PROA miramos al futuro con esperanza,
convencidos de que el progreso sólo tiene sentido si nos alcanza a todos.
Porque España no necesita más ruido, necesita una voz que marque su
rumbo: España te necesita a ti. 

SOMOS

5



PUNTO DE PARTIDA

6

VOTA
MARQUEMOS EL RUMBO



En PROA creemos que para construir una España más justa y democrática hay
que partir de la realidad que vive la ciudadanía hoy. La juventud se enfrenta a
dificultades que condicionan su futuro: el desempleo sigue siendo elevado, el
acceso a la vivienda es prácticamente imposible para quienes no han podido
ahorrar y el coste de los alquileres obliga a muchas familias a destinar buena
parte de su sueldo a cubrir un techo. Sin trabajo estable tampoco es posible
acceder a una hipoteca, lo que hace que la independencia y la planificación
familiar sean hoy un lujo.

La política debe escuchar a quienes viven estas situaciones de primera mano:
ningún político desde su coche oficial entiende lo que supone depender de un
transporte público saturado a primera hora, enfrentarse a listas de espera
interminables en la sanidad pública o sentir que las instituciones no
responden a las necesidades reales de la población. PROA quiere situar a la
ciudadanía en el centro de todas las decisiones, porque sólo quienes viven la
realidad de primera mano pueden enseñarnos dónde hay que actuar.

La crisis de la sanidad pública es un ejemplo claro de cómo los recortes, la
precariedad y la falta de planificación acaban deteriorando lo que más
valoramos como sociedad. España forma a profesionales excelentes, pero los
empuja a marcharse con contratos temporales, jornadas abusivas y salarios
que no reconocen su esfuerzo. Reforzar lo público no significa gastar más, sino
invertir mejor. 

El sistema educativo atraviesa una situación similar: se ha vuelto
excesivamente burocrático, con currículos que no siempre responden a las
necesidades reales del siglo XXI y que han desplazado el pensamiento crítico
a un segundo plano. Necesitamos una educación que forme en valores, que
enseñe a pensar y no sólo a aprobar y que conecte la información con el
empleo, sin olvidar las humanidades, la ética y la ciudadanía. Además,
consideramos que la inteligencia artificial en el aprendizaje debe aplicarse
con responsabilidad, ayudando a los estudiantes a reflexionar sin sustituir su
propio pensamiento. 

PUNTO DE PARTIDA
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A esta crisis educativa y sanitaria se suma una desigualdad estructural que
ha dejado a amplios sectores de la población en la precariedad. El mercado
laboral debe ofrecer empleos estables y de calidad, con derechos y
perspectiva de género, al tiempo que la vivienda debe volver a ser un derecho
y no un privilegio: ninguna sociedad puede avanzar si la mayoría de sus
ciudadanos vive con miedo al futuro. 

En paralelo, constatamos el auge de la derecha y el conservadurismo,
fenómenos que se alimentan de la desesperanza, la desigualdad y del miedo;
fuerzas que intentan centrar el debate público en la inmigración buscando
generar división y desviar la atención de los problemas reales que afectan a la
mayoría de las familias y jóvenes: el desempleo, la vivienda, la decadencia de
los servicios públicos y el cambio climático. La inmigración es un reto que hay
que gestionar con justicia y derechos humanos, pero no puede ser utilizada
como chivo expiatorio para ocultar la falta de soluciones efectivas a los
problemas que realmente preocupan a la ciudadanía. Hoy, la convivencia se
ve amenazada por el aumento de los delitos de odio y la polarización social,
para lo que la política no está dando respuestas claras ni efectivas. Ante esta
situación, nuestro compromiso socialdemócrata reside en reforzar la
protección de derechos fundamentales, combatir la discriminación y
garantizar que la seguridad y la justicia social lleguen a todos. 

En esta misma línea, sabemos que la transición ecológica es un reto
ineludible, pero debe ser socialmente justa y no puede recaer únicamente
sobre la clase trabajadora ni dificultar la vida de quienes menos recursos
tienen. PROA apuesta por políticas ambiental y económicamente sostenibles
que generen empleo, incentiven la eficiencia energética y protejan el
medioambiente sin dejar a nadie atrás. 

Pero no todo es economía: el deterioro cultural y la falta de pensamiento
crítico amenazan también la calidad democrática. La cultura, la historia y las
humanidades son la base del pensamiento libre, por lo que debemos
devolverles el valor que merecen. Una sociedad que no conoce su pasado ni
cultiva su espíritu crítico es más vulnerable al populismo y la manipulación. En
PROA creemos que defender la educación artística, la cultura y el debate es
también una forma de defender la democracia.
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Frente a la polarización política, los discursos de odio y la manipulación
mediática, reforzar la participación ciudadana es clave: escuchar a quienes
viven la realidad cotidiana, promover espacios de debate y garantizar
derechos fundamentales son bases indispensables para una democracia
sólida y resiliente. 

En PROA partimos de la realidad de la ciudadanía para construir soluciones
efectivas, sostenibles y justas. Creemos en una España democrática en la que
nadie quede fuera y en la que cada persona pueda hacer oír su voz. Porque
para nosotros no hay política sin escucha: tu voz es nuestro rumbo. 
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9



10

VOTA
MARQUEMOS EL RUMBO



NUESTRAS
PROPUESTAS 

11

VOTA
MARQUEMOS EL RUMBO



ECONOMÍA:
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ECONOMÍA: crecimiento con justicia social

España afronta una década decisiva: la transición ecológica, la digitalización y
la inestabilidad internacional están reconfigurando nuestra economía. Para
PROA, la prioridad es construir un modelo productivo que genere empleo
estable, salarios dignos y oportunidades reales para jóvenes y familias,
reduciendo desigualdades y reforzando la cohesión territorial. 

La economía no puede medirse sólo por el PIB: debe reflejar si las personas
viven mejor, si los jóvenes pueden emanciparse, si tienen estabilidad laboral y
si las empresas crecen sin trabajo precario. Por ello, presentamos una agenda
económica centrada en prosperidad, justicia fiscal y empleo de calidad. 

Empleo digno y reducción de la precariedad

A pesar de la creación de empleo desarrollada en los últimos años, la
precariedad laboral sigue siendo un desafío estructural, especialmente para
los jóvenes. En el tercer trimestre de 2025, la tasa de desempleo se situó en un
10,45%, con una temporalidad que alcanza el 15,6% y que limita que muchos
trabajadores puedan planificar su vida, acceder a una vivienda o formar una
familia. Los jóvenes son los más afectados, con empleos mal remunerados y
pocas oportunidades de desarrollo profesional, lo que retrasa su
independencia y reduce la confianza en el futuro. 

Las propuestas de PROA para poner fin a esta situación son:

Conversión de contratos temporales a indefinidos protegidos, con
incentivos condicionados a que la empresa mantenga la plantilla y
demuestre crecimiento real, lo que ofrecerá estabilidad a los jóvenes sin
generar abuso empresarial. 

Incentivos fiscales para empresas que contraten jóvenes y estabilicen
empleos, como deducciones fiscales y reducción de cuotas de la
Seguridad Social, fomentando la retención del talento joven. 

Refuerzo de la Formación Profesional y programas de reciclaje laboral,
adaptados a sectores estratégicos como tecnología o energías renovables
para que los jóvenes puedan acceder a empleos del futuro con mejores
condiciones. 
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ECONOMÍA: crecimiento con justicia social

Seguro social para trabajadores temporales como medida transitoria
mientras se reduce la temporalidad: prestaciones por desempleo flexibles
y acceso garantizado a formación continua, garantizando que los jóvenes
puedan avanzar profesionalmente sin quedar fuera del sistema. 

Plan Nacional de Control Horario y Desconexión que incluya nuevos
inspectores de trabajo, multas agravadas para empresas que superen los
límites de jornada y un protocolo obligatorio de desconexión fuera del
horario laboral.

Implementación de un sistema de registro digital verificable para evitar
horas extra no declaradas, priorizando sectores con mayor abuso
(hostelería, comercio o sanidad).

Programa Primer empleo con creación de contratos de entrada al
mercado laboral para menores de 30 años, obligatoriedad de formación
vinculada al puesto y conversión automática a indefinido si la empresa
mantiene la actividad al menos 12 meses tras la contratación.

Fomento del emprendimiento y la innovación

Muchos jóvenes con talento no logran poner en marcha sus ideas por falta de
financiación, mentorización y redes de apoyo, lo que frena la innovación y
limita la creación de empleo de calidad. Para revertir esta situación, PROA
plantea:

Programa de capital semilla para startups lideradas por jóvenes: apoyo
financiero público - privado para proyectos innovadores con impacto
social o tecnológico. 

Mentorización y formación gratuita para emprendedores jóvenes, con
acompañamiento desde universidades, centros de FP y oficinas de
empleo. 

Colaboración entre empresas, universidades y centros de FP:
incubadoras de proyectos que generen empleo estable y fomenten la
transferencia de conocimiento. 
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ECONOMÍA: crecimiento con justicia social

Las desigualdades regionales afectan directamente a los jóvenes que buscan
empleo fuera de los grandes núcleos urbanos. Muchas zonas rurales o con
altas tasas de desempleo no ofrecen oportunidades, lo que obliga a la
emigración interna o al abandono de proyectos profesionales. 

Las propuestas de PROA para reducir estas brechas incluyen: 

Desarrollo económico en zonas con alta tasa de desempleo mediante
incentivos a empresas, coworkings tecnológicos y polígonos industriales
verdes para generar empleo de calidad. 

Descentralización de inversiones públicas para que la creación de
empleo llegue a zonas menos pobladas, beneficiando a jóvenes y familias. 

Mesas PROA de Empleo en comunidades autónomas: coordinación con
gobiernos locales, sindicatos y empresas para diseñar políticas adaptadas
al territorio, con especial atención a los jóvenes que quieren quedarse en
sus regiones o regresar a ellas.

Economía territorial y cohesión social

Digitalización de PYMES: subvenciones y asesoramiento para mejorar su
competitividad y crear empleo estable, con especial atención a
oportunidades para los jóvenes. 
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POLÍTICA FISCAL Y TRIBUTARIA

Nuestro país necesita una política fiscal que permita financiar servicios
públicos sólidos sin que la carga recaiga siempre en las mismas personas.
Según la OCDE, la presión fiscal española se situó en el 37,3% del PIB en 2023,
por debajo de la media europea (40-41%), lo que evidencia margen para
mejorar ingresos sin perjudicar a las familias con mayores dificultades. Al
mismo tiempo, la carga fiscal sobre el trabajo sigue siendo elevada para
jóvenes y asalariados con ingresos medios y bajos, mientras que grandes
patrimonios y rentas de capital mantienen beneficios que no siempre se
traducen en inversión o empleo estable. 

En este contexto, PROA defiende una fiscalidad progresiva y equilibrada que
apoye a quienes empiezan su vida laboral y proteja a las familias al tiempo
que exija más a quienes más tienen y a aquellos que operan en sectores
altamente rentables. 

Alivio fiscal para jóvenes y familias

Muchos jóvenes destinan una parte desproporcionada de su salario a
vivienda, transporte y consumo básico, por lo que la carga tributaria real que
soportan es más alta que la de otras generaciones en etapas similares. Las
medidas que PROA propone para favorecer la emancipación y mejorar la
capacidad económica de los hogares en cuanto a la carga fiscal son: 

Deducción del IRPF para jóvenes de hasta 35 años que se emancipen,
ligada a ingresos bajos y medios. 

Ampliación de deducciones familiares para hogares con más de tres
hijos y para familias monoparentales. 

Reducción de cotizaciones a trabajadores con salarios por debajo del
sueldo medio, compensada con ingresos de grandes rentas y sectores de
alta rentabilidad. 

Reducción del IVA en productos esenciales para estudiantes y familias
con rentas modestas. 
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POLÍTICA FISCAL Y TRIBUTARIA

Mientras hogares y jóvenes soportan gran parte de la carga fiscal, España
mantiene beneficios fiscales que no siempre generan inversiones productivas
ni empleo estable. La AIReF (Autoridad Independiente de Responsabilidad
Fiscal) ha identificado un coste de 35.000 millones de euros para 13 beneficios
fiscales en su estudio de evaluación, muchos de ellos poco eficientes. 

Las propuestas de PROA para garantizar que quienes más tienen aporten más
incluyen: 

Aumento efectivo del tipo mínimo del Impuesto de Sociedades,
especialmente para grandes corporaciones con beneficios altos y
recurrentes. 

Revisión de los beneficios fiscales poco eficientes, eliminando aquellos
que no generen empleo de calidad o innovación real. 

Refuerzo del impuesto a grandes patrimonios, coordinado a nivel nacional
para evitar competencia fiscal entre territorios. 

Tasa a beneficios extraordinarios en sectores estratégicos, como la
energía, la banca o las telecomunicaciones, destinando la recaudación a
vivienda asequible y becas para el estudio. 

Contribución justa de grandes empresas y grandes patrimonios

España mantiene una economía sumergida del 24% del PIB, lo que resta
recursos esenciales a los servicios públicos. Reducirla es clave para financiar
el Estado del Bienestar sin aumentar impuestos a la ciudadanía.

Las propuestas de PROA para combatir el fraude pasan por: 

Refuerzo tecnológico de la Agencia Tributaria con inteligencia artificial
para detectar evasión y planificación agresiva. 

Equipos especializados contra fraude empresarial de alto impacto, que
prioricen sectores con mayor probabilidad de evasión. 

Lucha contra el fraude y la economía sumergida
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POLÍTICA FISCAL Y TRIBUTARIA

Plan de inspección para grandes fortunas con transparencia pública
anual de resultados. 

Simplificación fiscal para PYMES y autónomos, reduciendo cargas
burocráticas y facilitando el cumplimiento. 

Creación de la Agencia Española de Supervisión Fiscal Global, un órgano
especializado dentro de la AEAT (Agencia Estatal de Administración
Tributaria) que utilizará inteligencia artificial y acuerdos de intercambio
automático de información con Europol, la OLAF y la OCDE para detectar
beneficios desviados a paraísos fiscales. España aplicará un tipo mínimo
efectivo del 15% para multinacionales y publicará cada año un informe
anual transparente sobre dónde tributan y qué beneficios trasladan fuera.

Fiscalidad verde y transición justa

La transición ecológica es imprescindible, pero no puede recaer sobre las
familias trabajadoras. Los incentivos deben ir acompañados de apoyo a los
hogares vulnerables y de planes de empleo verde para jóvenes. 

Las propuestas de PROA para una fiscalidad ecológica justa incluyen: 

Impuestos a actividades altamente contaminantes, con reinversión
íntegra en transporte público, eficiencia energética y empleo verde. 

Deducciones por rehabilitación energética de viviendas, priorizando a
jóvenes propietarios y familias con rentas bajas.

Bonificaciones para empresas que generen empleo verde estable y
formen a jóvenes en sectores sostenibles. 

Plan nacional de incentivos para energías renovables domésticas, con
kits asequibles para hogares de bajos ingresos.
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PENSIONES: garantía de futuro

El sistema público de pensiones en España está en un momento crítico. Más
de 9,3 millones de personas reciben pensiones contributivas, según datos de
marzo de 2025. La pensión media del sistema es de 1.308,20€ al mes, mientras
que la de jubilación alcanza los 1.502,20€,, lo que representa un esfuerzo
importante para las cuentas públicas. 

El gasto en pensiones también crece con fuerza: las cotizaciones a la
Seguridad Social aumentan, pero no compensan por completo la necesidad
de pagar pensiones más altas. Hasta junio de 2025, el desembolso por
pensiones contributivas ha subido a 77.927 millones de euros (+5,7%) y las
pensiones no contributivas también han crecido significativamente. Al mismo
tiempo, existe un déficit contributivo importante, alcanzando los 31.315 millones
de euros. 

Por otro lado, el gasto en pensiones como porcentaje del PIB es ya muy
elevado y sigue subiendo: se ha estimado que para 2025 alcanzará los 216.000
millones de euros, equivalentes a un 12,9% del PIB. A medio y largo plazo, el
desafío es aún más severo: según la FEDEA (Fundación de Estudios de
Economía aplicada), este gasto podría llegar al 17,1% del PIB para 2050 debido
al envejecimiento creciente y la presión demográfica. Aunque los ingresos por
cotización social están aumentando, la recaudación podría no ser suficiente si
el gasto sigue acelerándose. La sostenibilidad futura del sistema exige
medidas estructurales para evitar poner en peligro la distribución
intergeneracional de recursos y la viabilidad del sistema público.

Seguridad y revalorización justa

En un contexto de inflación persistente y pensiones crecientes, garantizar que
las personas jubiladas mantengan su poder adquisitivo debería ser una
prioridad social y económica. Sin estabilidad en la revalorización, millones de
personas mayores quedarían expuestas a la pérdida de ingresos reales y a un
deterioro de sus condiciones de vida. 

PROA busca asegurar que la justicia intergeneracional se construya desde una
base sólida, implementando para ello las siguientes medidas: 
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PENSIONES: garantía de futuro

Garantizar la revalorización de las pensiones conforme al IPC real para
que las personas jubiladas no pierdan poder adquisitivo. 

Introducir mecanismos de equidad que se ajusten a la subida de
pensiones más altas con la capacidad de sostenibilidad del sistema.

Reforzar los ingresos del sistema

El sistema de pensiones afronta un déficit estructural que obliga a buscar
nuevos mecanismos de financiación estables, equitativos y suficientes.
Aumentar los ingresos no puede apoyarse únicamente en elevar cotizaciones,
sino en ampliar la base de contribuyentes, mejorar la productividad y cerrar
vías de fraude laboral. Nuestras propuestas parten de: 

Creación de mecanismos de cotización flexible para quienes prolonguen
voluntariamente su carrera laboral, incentivando la jubilación activa sin
obligar a subir la edad legal.

Mejora del control de la economía sumergida y aumento de la
formalización del empleo para que más cotizantes aporten al sistema. 

Ampliación de la base de cotizantes de forma responsable, incluyendo
jóvenes en empleos estables y trabajadores extranjeros regularizados,
asegurando que todos contribuyan al sistema de pensiones mientras se
integran laboralmente y favorecen la economía. 

Pensiones y empleo juvenil

La sostenibilidad de las pensiones depende de la capacidad de los jóvenes
para acceder a empleos estables y bien remunerados que permitan cotizar
durante más años. Sin fortalecer las trayectorias laborales juveniles, el sistema
público se debilita y se agrava la brecha generacional. En PROA proponemos:

Fomentar incentivos para fortalecer carreras laborales estables desde
los primeros años de actividad, evitando lagunas de cotización y
facilitando así la continuidad laboral.

Desarrollar programas de educación financiera y planificación de la
jubilación para jóvenes, con simuladores y orientación práctica desde la
escuela y la universidad. 
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El envejecimiento demográfico y el aumento de la esperanza de vida exigen
adaptar el sistema de pensiones sin recortes futuros ni reformas traumáticas.
Para ello, PROA defiende una visión responsable que combine sostenibilidad,
justicia social y oportunidades laborales para los jóvenes. Nuestras propuestas
para lograrlo son: 

Facilitar la jubilación anticipada exclusivamente en sectores de alta
carga física o emocional (sanidad, cuidados, construcción, transportes o
agricultura), donde la prolongación de la vida laboral afecta a la salud.
Cada una de ellas deberá ir acompañada de la contratación estable de
una persona joven, garantizando la compensación de cotizaciones
perdidas y reforzando la base contributiva del sistema.

Establecimiento de un límite anual de nuevas jubilaciones anticipadas
por sector ajustados a los indicadores de sostenibilidad financiera para
evitar una presión excesiva sobre el sistema.

Promoción de fondos de pensiones complementarias de carácter público
- privado, con regulación estricta para garantizar transparencia y que no
sustituyan al sistema público, sino que lo refuercen al incentivar al ahorro
voluntario sin desplazar recursos del sistema público. 

Incentivar la participación laboral de jóvenes en empleos estables y bien
remunerados, aumentando sus aportaciones al sistema desde el inicio de
su carrera.

Sostenibilidad a largo plazo

PENSIONES: garantía de futuro
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VIVIENDA: hogar digno para todos

En España, el acceso a una vivienda digna se ha convertido en uno de los
principales problemas sociales para jóvenes, familias y clases medias. El
mercado del alquiler experimenta también una tensión creciente, mientras
que la vivienda turística y la especulación acaparan buena parte del parque
residencial. Al mismo tiempo, la vivienda social sigue siendo insuficiente, con
tan sólo 596.693 pisos que suponen únicamente un 3,4% del total. Además,
según el CGPJ (Consejo General del Poder Judicial), los desahucios
aumentaron hasta 27.564 en 2024. Todo ello exige con urgencia un plan que
responda con medidas estructurales para garantizar el derecho a la vivienda. 

Acceso igualitario a la vivienda

El acceso a la vivienda debe ser un derecho para todos, independientemente
de la edad, la renta o la situación familiar. Muchos jóvenes y familias con
ingresos limitados no pueden permitirse alquilar ni comprar, lo que retrasa su
emancipación y limita sus oportunidades de desarrollo personal y profesional. 

Las propuestas de PROA para el acceso igualitario pasan por: 

Establecer programas de ayuda pública a la entrada (fianzas o avales)
para jóvenes, familias de bajos ingresos y personas con empleo inestable. 

Movilizar vivienda vacía o infrautilizada mediante incentivos fiscales a
propietarios que la alquilen a precios asequibles. 

Fomentar cooperativas de vivienda que ofrezcan modelos participativos y
asequibles para jóvenes trabajadores con rentas medias o bajas. 

Mercado del alquiler

El mercado del alquiler es cada vez más inaccesible, con subidas de precios
que superan la capacidad de muchas familias y jóvenes. La estabilidad del
arrendamiento es limitada, lo que genera inseguridad y desalienta la
emancipación. PROA propone políticas que fomenten contratos estables y
accesibles, además de aumentar la oferta pública de alquiler asequible.

En PROA consideramos las siguientes propuestas:
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VIVIENDA: hogar digno para todos

Crear un parque público de alquiler asequible, con vivienda protegida
destinada específicamente al arrendamiento. 

Impulsar contratos de alquiler más largos y con condiciones asumibles,
protegiendo a los inquilinos frente a subidas abusivas. 

Regular la fianza y la garantía para que no sean barreras insalvables para
jóvenes y familias con bajos ingresos. 

Vivienda turística

La expansión de la vivienda turística reduce la disponibilidad de pisos para
residentes permanentes, generando desigualdad y encareciendo los precios.
Las zonas urbanas y turísticas sufren una presión intensa que desplaza a los
vecinos y limita la capacidad de los jóvenes para acceder a una vivienda
estable.

Para poner solución a esta problemática, en PROA proponemos: 

Regular estrictamente los pisos turísticos con límites claros en zonas
residenciales y obligaciones de registro. 

Incentivar la reconversión de viviendas turísticas en alquileres de largo
plazo, especialmente para jóvenes y familias, con ayudas públicas a la
transformación. 

Exigir a las plataformas digitales de alojamiento que contribuyan a un
fondo de vivienda asequible a través de tasas vinculadas a su actividad. 

Regulación de precios de la vivienda

La especulación inmobiliaria y la subida descontrolada de los precios de
compra y alquiler dificultan la emancipación y la estabilidad de las familias.
Regular el mercado y desincentivar la acumulación de propiedades vacías es
clave para frenar la desigualdad y garantizar el derecho a la vivienda. 

Las propuestas que ofrecemos en PROA para la regulación de precios
incluyen: 
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VIVIENDA

Introducir límites a la revalorización rápida en zonas con fuerte
especulación, como ciudades turísticas o barrios céntricos. 

Impulsar impuestos progresivos sobre segunda vivienda y viviendas
vacías para desalentar la acumulación sin uso. 

Establecer mecanismos de “alerta burbuja” que activen medidas
preventivas cuando los precios suban por encima de indicadores de
sostenibilidad. 

Vivienda social

El parque de vivienda social es insuficiente para atender a la creciente
demanda de familias jóvenes y personas con bajos ingresos. Aunque ha
habido un repunte, con 14.371 viviendas de protección oficial (VPOs)
construidas en 2024, según datos del Ministerio de Vivienda, aún se mantiene
un déficit estructural que requiere medidas de ampliación sostenida. 

En PROA prometemos: 

Acelerar la construcción de VPOs con prioridad para alquiler social, no
sólo para venta, atendiendo a jóvenes y familias con bajos ingresos.

Reservar suelo público para proyectos de vivienda social y cooperativas,
asegurando que no se convierta en objeto especulativo. 

Garantizar que las nuevas VPO permanezcan en régimen protegido,
evitando su venta rápida al mercado libre. 

Desahucios y ocupación

La protección frente al desalojo es esencial para garantizar el derecho a la
vivienda: los desahucios y los casos de ocupación reflejan la crisis de acceso y
la necesidad de políticas preventivas y justas. Nuestras propuestas en esta
materia se centran en: 

Crear un fondo de mediación social para evitar desahucios, con
intervención de servicios sociales y vivienda pública antes de llegar al
lanzamiento judicial. 

VIVIENDA: hogar digno para todos
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Fortalecer mecanismos legales que protejan a inquilinos vulnerables,
limitando desahucios por impago si hay riesgo total de exclusión
residencial.

Regular un proceso ágil y justo para resolver casos de ocupación ilegal,
diferenciando entre situaciones de pobreza y uso especulativo y  
promoviendo el realojamiento cuando sea necesario. 

VIVIENDA: hogar digno para todos
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IGUALDAD Y DERECHOS SOCIALES

Aunque España ha avanzado mucho en términos de igualdad, aún persisten
brechas profundas que afectan a mujeres, personas LGBTIQ+ y colectivos
vulnerables. La desigualdad de género sigue reflejándose en salarios,
cuidados y violencia; la discriminación por orientación sexual o identidad de
género continúa presente; y la conciliación sigue siendo un privilegio y no un
derecho universal. 

Para PROA, la igualdad no es un añadido: es la base de una democracia
avanzada, por lo que apostamos por políticas que amplíen derechos,
reduzcan desigualdades y garanticen seguridad y libertad para todas las
personas. 

Igualdad de género y derechos de las mujeres

A pesar de contar con marcos legales sólidos. las mujeres siguen enfrentando
en nuestro país brechas salariales y techos de cristal, además de persistir las
desigualdades en el reparto de cuidados y en el acceso a oportunidades
laborales. 

La violencia machista sigue siendo una de las mayores amenazas contra los
derechos y la seguridad de millones de mujeres en España. En 2024, se
registraron 544 denuncias de violencia de género cada día, un dato que
evidencia que este problema no es aislado ni excepcional, sino estructural y
persistente. La respuesta institucional sigue siendo insuficiente, pues faltan
recursos, la protección llega tarde y el sistema judicial continúa
reproduciendo brechas que ponen en riesgo a las víctimas. 

También persisten diferencias territoriales en el acceso a derechos sexuales y
reproductivos, lo que demuestra que, aunque España ha avanzado, estos
derechos todavía dependen demasiado de la voluntad política del momento.
Para PROA, la igualdad no puede ser un avance reversible, sino un
compromiso de Estado que proteja a todas las mujeres.

Las propuestas de PROA para garantizar la igualdad de género y los derechos
de las mujeres pasan por:
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Reconocer en la Constitución el derecho a la autonomía reproductiva,
asegurando que el acceso al aborto sea un derecho fundamental
protegido, estable y no sujeto a retrocesos políticos. 

Asegurar el acceso al aborto en todos los hospitales públicos en
coordinación con las comunidades autónomas, garantizando personal no
objetor suficiente y evitando objeciones de conciencia colectivas. 

Homogeneizar protocolos de salud sexual y reproductiva en todo el país,
incluidos anticonceptivos de última generación gratuitos en la sanidad
pública. 

Aumento del número de juzgados especializados y refuerzo de unidades
policiales especializadas en violencia de género. 

Ampliación de casas de acogida y apoyo económico de emergencia para
mujeres sin recursos. 

Educación afectivo - sexual obligatoria en colegios e institutos para
prevenir la violencia, el machismo y relaciones tóxicas desde edades
tempranas. 

IGUALDAD Y DERECHOS SOCIALES

Prostitución y pornografía: protección, prevención y alternativas

El auge del consumo de pornografía entre menores y la persistencia de redes
de prostitución revelan una situación de vulnerabilidad que afecta, sobre todo,
a mujeres jóvenes y personas migrantes. PROA defiende políticas que
reduzcan a explotación sexual y garanticen alternativas económicas y
sociales a quienes desean salir de ella, ofreciendo: 

Plan integral de prevención del consumo de pornografía en menores, con
controles parentales universales y educación digital crítica. 

Refuerzo del marco penal contra la explotación sexual y persecución de
redes de trata.

Programas de inserción laboral y apoyo económico para mujeres que
quieran salir de la prostitución, coordinados con ayuntamientos y ONGs. 

Campañas de sensibilización dirigidas especialmente a los jóvenes. 
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IGUALDAD Y DERECHOS SOCIALES

Corresponsabilidad en el hogar y conciliación laboral

La carga de cuidados sigue recayendo de manera desproporcionada en las
mujeres, lo que limita su desarrollo profesional y contribuye a brechas
laborales persistentes: en nuestro país, un 77,5% de las mujeres realiza tareas
domésticas a diario, frente al 32,9% de los hombres. PROA apuesta por
políticas que permitan a familias, especialmente jóvenes, equilibrar vida
laboral y personal sin renunciar a empleo ni a ingresos, abogando por: 

Ampliación de escuelas infantiles públicas de 0 a 3 años, claves para la
autonomía laboral y económica de las mujeres. 

Derecho efectivo a la desconexión digital, especialmente para familias
con hijos pequeños, y promoción de jornadas flexibles en sectores donde
sea viable.

Campañas de corresponsabilidad dirigidas a la población masculina
joven para cambiar las normas sociales.

Blindar un periodo exclusivo de recuperación física para el progenitor
gestante, garantizado como derecho sanitario irrenunciable tras el parto. 

Mantener permisos obligatorios e intransferibles para el progenitor no
gestante destinados a cuidados y vínculo y no a sustitución laboral, con
refuerzo de la Inspección de Trabajo para prevenir fraude al resultar
expresamente incompatible el permiso de paternidad con trabajos
remunerados.

Derechos del colectivo LGBTIQ+

Aunque España está entre los países más avanzados en derechos LGBTIQ+,
todavía se producen agresiones, discriminación laboral y situaciones
precarias para personas trans y jóvenes expulsados de sus hogares. La
igualdad legal debe traducirse en igualdad vivida. Las propuestas de PROA
para lograrlo incluyen: 

Plan de prevención de delitos de odio, con formación policial y puntos
seguros en zonas de ocio juvenil. 
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IGUALDAD Y DERECHOS SOCIALES

Programas de inserción laboral para personas trans, con incentivos a la
contratación en PYMES.

Atención sanitaria LGBTIQ+ especializada, con reducción de listas de
espera para tratamientos hormonales. 

Protección específica a jóvenes expulsados de sus familias, con recursos
de alojamiento y apoyo psicológico, e implantación de protocolos
educativos contra el bullying LGBTIQ+ en escuelas e institutos. 
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INMIGRACIÓN: gestión humana basada en hechos

España es un país marcado por los flujos migratorios, que aportan
contribuyen a nuestra economía asegurando la sostenibilidad del Estado del
Bienestar. En la actualidad, los migrantes representan alrededor del 13,4% de la
población española, mientras que más de 3 millones de trabajadores
extranjeros cotizan a la Seguridad Social y cubren sectores clave como
hostelería, agricultura, construcción o cuidados. Además, los inmigrantes
representan más del 40% del empleo nuevo creado en los últimos años. 

Pese a ello, la gestión de la inmigración sigue siendo insuficiente:
procedimientos lentos, saturación en los sistemas de asilo y acogida y
ausencia de planes de integración efectivos son algunos de los factores que
contribuyen a generar exclusión social y economía sumergida. En PROA
defendemos una política migratoria ordenada, justa y humana que reconozca
la aportación real de la inmigración al país y garantice oportunidades de
integración para todos. 

Migración y empleo

El mercado laboral muestra déficit en profesiones esenciales, mientras que
miles de personas migrantes no pueden regularizar su situación ni homologar
sus títulos. Además, los trabajos esenciales están a menudo mal remunerados
y son poco valorados socialmente a pesar de sostener nuestra economía y
bienestar diarios, lo que genera economía sumergida y frena la creación de
empleo estable.

Las propuestas de PROA para mejorar la integración laboral y dignificar los
empleos esenciales pasan por: 

Reforma del Reglamento de Extranjería para facilitar permisos de
residencia y trabajo a quienes acrediten una oferta laboral estable.

Refuerzo de la inspección laboral para evitar explotación y economía
sumergida y dignificación de los trabajos esenciales mediante salarios
justos, convenios sectoriales, prevención de riesgos laborales y acceso a
formación profesional y promoción interna, asegurando que estos empleos
sean valorados y protegidos para todos los trabajadores. 

35



Agilizar la homologación de títulos en un máximo de seis meses,
priorizando profesiones sanitarias, tecnológicas y de FP estratégicas.

Ampliación de la autorización de “arraigo por formación” para jóvenes
migrantes, permitiendo que quienes completen ciclos de FP o estudios
universitarios puedan acceder automáticamente a un permiso de
residencia y trabajo vinculado a su formación.

Sistema de asilo y acogida

En 2024, España recibió 167.366 solicitudes de protección internacional, de las
cuales se resolvieron 96.251 con una tasa de reconocimiento del 53,3%.
Además, se otorgaron 36.734 protecciones temporales y se amplió la red de
32.000 plazas de acogida. Sin embargo, la saturación sigue provocando
esperas de más de un año y precariedad en la atención. Las propuestas de
PROA para garantizar una acogida digna de las personas migrantes incluyen:

Incrementar el personal de la Oficina de Asilo y Refugio: contratación de
gestores, traductores y trabajadores sociales para resolver solicitudes en  
un máximo de seis meses, agilizando la tramitación y reduciendo la espera
de acceso a servicios básicos.

Ampliación de la red nacional de acogida, con creación de plazas
adicionales distribuidas por todo el territorio y atención específica a
mujeres, menores, personas LGBTIQ+ y familias monoparentales.

Programas de integración lingüística, educativa y laboral desde el
primer mes de llegada, conectando a los recién llegados con redes
comunitarias y oportunidades de empleo legal.

Integración social y convivencia

España mantiene un alto nivel de aceptación social hacia las personas
migrantes, pero los bulos, los discursos de odio y la polarización amenazan la
convivencia. La integración no puede basarse sólo en la llegada de personas,
sino que requiere políticas públicas activas, coordinación territorial y recursos
para que personas migrantes y comunidades de acogida convivan de
manera justa y sostenible.

En PROA nos comprometemos a reforzar la convivencia mediante:

INMIGRACIÓN: gestión humana basada en hechos
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INMIGRACIÓN: gestión humana basada en hechos

Planes municipales de convivencia e inclusión: mediadores
interculturales en barrios con alta diversidad, programas comunitarios y
actividades culturales que fomenten la interacción y reduzcan la
segregación social. 

Programas educativos en colegios e institutos: formación sobre
diversidad cultural, prevención de discriminación, igualdad y derechos
humanos, integrando la educación cívica como herramienta de cohesión. 

Refuerzo de la Ley Integral de Igualdad de Trato y la No Discriminación y
de la protección frente a delitos de odio, con mayor dotación de recursos a
fiscalías especializadas y campañas de sensibilización pública. 

Acceso equitativo a servicios básicos como sanidad, educación, vivienda
pública y transporte para evitar la formación de guetos o la segregación,
garantizando que todos los residentes puedan integrarse de manera
plena. 

Programas de mentorización y acompañamiento que emparejen jóvenes
migrantes con mentores locales para orientación profesional, acceso a
oportunidades educativas y participación activa en la comunidad. 

Distribución equilibrada de la población migrante con políticas que
incentiven la acogida e integración en municipios medianos y zonas
rurales, ofreciendo acceso a vivienda, empleo y servicios. Esto se llevará a
cabo mediante programas de reubicación voluntaria coordinados entre
Estado, comunidades autónomas y ayuntamientos, con incentivos
educativos, laborales y sociales.

Regulación y derechos de las personas migrantes

Miles de personas viven en España durante años sin acceso pleno a los
derechos más básicos. En 2024, las llegadas irregulares superaron las 64.000
personas y los expedientes pendientes de asilo eran más de 180.000,
generando inseguridad jurídica y vulnerabilidad laboral. En PROA proponemos:

Regularización extraordinaria de personas migrantes integradas,
ofreciendo permisos de residencia y trabajo para quienes lleven más de
tres años en España con empleo, integración social y antecedentes
limpios.
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INMIGRACIÓN: gestión humana basada en hechos

Ventanas de regularización anuales en sectores con déficit de mano de
obra que faciliten permisos temporales y permanentes para asegurar el
empleo digno y la seguridad jurídica. 

Protección integral para menores no acompañados, garantizando
educación, vivienda segura, asistencia sanitaria y tutela hasta la mayoría
de edad, con seguimiento de su integración educativa y social.

Migración y sostenibilidad del Estado del Bienestar

Siendo más del 20% de la población mayor de 65 años y con una natalidad de
tan sólo 7,1 nacimientos por cada mil habitantes, la inmigración resulta clave
para sostener las pensiones, la sanidad y el mercado laboral. En 2024, los
trabajadores migrantes aportaron más de 17.000 millones de euros a la
Seguridad Social. 

Las propuestas de PROA en este ámbito incluyen: 

Plan de atracción de talento joven internacional, especialmente en
sectores científicos y tecnológicos. 

Incentivos para que estudiantes extranjeros de FP y universidades
permanezcan en España tras finalizar sus estudios. 

Reforzar la cotización y los derechos laborales de las personas migrantes
para garantizar un sistema de bienestar solidario.
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EDUCACIÓN: equidad e igualdad de oportunidades

La educación constituye la base del crecimiento económico y social de
cualquier democracia avanzada, siendo el motor que permite a cada persona
construir un proyecto de vida digno, independientemente del entorno en el
que haya nacido. En PROA creemos que invertir en educación no supone un
gasto, sino el cumplimiento de un derecho que el Estado está obligado a
proporcionar a los ciudadanos: una educación pública de calidad, accesible,
moderna y profundamente humana. 

El objetivo es volver a colocar el aprendizaje en el centro, acabar con la
excesiva burocracia que pone al alumno en segundo plano y la preparación
de las nuevas generaciones para pensar por sí mismas en un mundo cada
vez más digitalizado. 

Financiación y ratios de equidad

La igualdad real no puede existir sin un acceso equitativo a los recursos
educativos. Para ello, la enseñanza debe adaptarse a las necesidades
individuales de cada persona. En PROA proponemos las siguientes medidas:

Fondo de Equidad Escolar Dinámico en colaboración con las
Comunidades Autónomas, desde el cual se asignarán recursos adicionales
no sólo según la renta del territorio, sino también por densidad migratoria,
ruralidad, brecha digital y tasa de abandono escolar. Esto permitirá la
asignación de recursos adaptados según las necesidades reales. 

Ratios Flexibles Inteligentes: no se trata de disminuir el número de
alumnos por aula, sino de un nuevo modelo en el que las ratios se ajusten
a las necesidades reales del centro público y del alumnado, en lugar de
aplicar una cifra fija para cada CCAA.

Créditos Presupuestarios Protegidos: un porcentaje mínimo del
presupuesto educativo se destinará obligatoriamente a la mejora de los
recursos de los centros y al personal de apoyo, especialmente a la
contratación obligatoria de al menos dos orientadores por centro.  
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EDUCACIÓN: equidad e igualdad

El alumno como centro del aprendizaje

La educación está tan burocratizada en la actualidad que, en lugar de
beneficiar, perjudica al alumno, puesto que este aumento de tramitaciones
reduce el tiempo del que el profesorado dispone para lo que verdaderamente
importa: la preparación y la enseñanza. Es por ello por lo que en PROA hemos
desarrollado las siguientes medidas:

Ley Estatal de Simplificación Educativa: supondrá una reforma estructural
que elimina informes redundantes, duplicados y procedimientos
innecesarios, mediante la unificación de plataformas y documentos
oficiales en una sola interfaz digital a nivel autonómico. Además esta Ley
pretende limitar el número máximo de horas mensuales dedicadas a
tareas administrativas por parte del personal docente, para poder liberar
tiempo real y dedicárselo al aula. 

Auxiliares administrativos educativos: se creará una nueva figura
profesional en todos los centros públicos dedicada exclusivamente a la
gestión documental y los trámites externos con administradores
especializados con el objetivo de que el profesorado se dedique
exclusivamente a tareas pedagógicas. 

Diario de aprendizaje digital del alumno: se impulsará un proyecto a nivel
nacional, adaptado por las CCAA, en el que cada estudiante recopilará sus
avances, reflexiones, logros y dificultades y al que podrán acceder tanto  
tutores y familias como las propias CCAA. El objetivo de este proyecto será
analizar tanto las reflexiones de cada alumno como el impacto que tienen
las políticas institucionales en la salud mental de los estudiantes. 

Una educación conectada

El sistema educativo no puede vivir de espaldas al mundo laboral. Por ello
PROA tiene como objetivo fortalecer la Formación Profesional, la educación
técnica y la relación entre universidad e innovación. Queremos reducir el
abandono escolar, mejorar la orientación académica y asegurar que los
jóvenes encuentren oportunidades reales de empleo acorde a su preparación.

Cuatrimestres mixtos en la universidad: basado en el sistema de FP dual,
la mitad de asignaturas de las carreras universitarias pueden cursarse en
empresas homologadas, alternando teoría y práctica real. 
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Creación de la Plataforma Nacional de Orientación Laboral en Tiempo
Real, una plataforma pública que analizará tendencias de empleo,
perfilará los intereses del alumnado y recomendará formación ajustada a
la demanda.

Refuerzo del currículo de humanidades, artes y pensamiento crítico
desde Primaria hasta Bachillerato, garantizando más horas lectivas de
historia, filosofía y educación artística, así como programas de debate. El
objetivo es construir una ciudadanía crítica, consciente de su pasado y
resistente a la desinformación y el populismo.

Educación en Ciudadanía, Salud y Convivencia 

La escuela debe ser un lugar seguro, inclusivo y protector. Por ello, PROA
reforzará la educación afectivo-sexual integral, la prevención del acoso, la
atención a la salud mental del alumnado y la presencia de profesionales
especializados.
La finalidad es que cada centro educativo sea un espacio de convivencia
donde se reconozca la diversidad familiar y cultural, donde se enseñe empatía
y donde se prevengan situaciones de abuso y violencia desde la primera
infancia.

Programa Nacional de Prevención del Abuso y formas de violencia no
evidentes: incluirá la implantación de asignaturas obligatorias impartidas
por especialistas sobre consentimiento, detección temprana de abuso y
gestión emocional. 

Desarrollo de “Familias que Acompañan”: serán talleres semestrales
gratuitos dirigidos a familias para que conozcan la educación sexual que
se imparte, resuelvan dudas y aprendan a acompañar a sus hijos con
criterio. 

Introducción de la Escuela Saludable Integral, un plan obligatorio de
hábitos saludables en todos los centros educativos en el que se incluirán
actividad física diaria obligatoria, formación en ergonomía y enseñanza de
primeros auxilios básicos, entre otros. 

Programa de Prevención de Adicciones, con la impartición de contenido
obligatorio desde secundaria que informe sobre los riegos del alcohol,
tabaco y otras drogas, además de incluir actividades que fomenten las
habilidades de autocontrol y la toma de decisiones. 

EDUCACIÓN: equidad e igualdad
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Alfabetización digital saludable, materializada en cursos impartidos
desde Primaria sobre el uso responsable del móvil y ciberseguridad básica,
con los obejtivos de prevenir adicción y reconocer la manipulación.

Inteligencia Artificial en la Educación

PROA es consciente que la Inteligencia Artificial es una herramienta poderosa
cuyo uso adecuado puede mejorar el aprendizaje e incluso reducir las
desigualdades. Sin embrago, la IA no se puede implementar como sustituta
de la labor humana, sino como complemento. 

PROA apuesta por una IA regulada, segura y al servicio del pensamiento
crítico.

Implementación de herramientas de IA para reducir la carga burocrática
del profesorado, de modo que los docentes puedan dedicar más tiempo a
aquello que sólo ellos pueden hacer: enseñar, acompañar y guiar el
aprendizaje. 

Integración ética de la IA: los centros deberán adaptarse a los nuevos
tiempos, lo que implica incorporar la existencia de la IA y no ignorarla. Para
ello, se incentivará la programación de actividades que requieran su uso
para que el alumnado justifique el proceso y compare su razonamiento
propio con el de la Inteligencia Artificial.

Formación específica para equipos directivos, con el objetivo de unificar
la enseñanza respecto a esta nueva materia.  

EDUCACIÓN: equidad e igualdad
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POLÍTICA TERRITORIAL: un Estado plural

España es un país diverso, construido sobre una riqueza histórica, tanto
cultural como lingüística, única en Europa. Fruto de esta pluralidad nacen las
Comunidades Autónomas, que en su conjunto forman un modelo original de
descentralización política: un Estado moderno no sólo se compone de
instituciones centrales, por lo que es necesario proteger la diversidad de las
distintas regiones y tener la capacidad de ofrecer representación cercana y
servicios públicos adaptados a cada territorio del país.  

Por ello, PROA defiende un modelo autonómico fuerte, cooperativo y
transparente que refuerce la cohesión, reduzca las desigualdades y potencie
el progreso de cada comunidad desde la solidaridad interterritorial. 

Un Estado plural, cohesionado y democrático

Las comunidades autónomas de España no son sólo una estructura
administrativa: son una herramienta para garantizar que a la hora de tomar
decisiones públicas se tengan en cuenta las diferentes necesidades sociales,
culturales y económicas de cada territorio. La descentralización permite
mejorar los servicios públicos, derechos básicos de los ciudadanos,
reduciendo desigualdades y garantizando una España más justa. 

Para PROA, resulta vital reforzar el Estado autonómico, pues significa apostar
por la participación democrática, la igualdad de oportunidades y el equilibrio
territorial. Las propuestas que tienen como objetivo fortalecer el sistema son:

Cláusula de Igualdad Territorial Garantizada, una garantía legal que
complemente la Ley 40/2015 de 1 de octubre, la cual recoge el principio de
“solidaridad interterritorial” y que exigirá que comunidades con mayor
capacidad tributaria contribuyan a comunidades con menor capacidad.
Mediante esta cláusula, cualquier política estatal deberá incluir un análisis
previo de impacto territorial, con el objetivo no sólo de redistribuir, sino
también de prevenir desigualdades. 

Protección y promoción de las lenguas y culturas propias como parte de
la riqueza colectiva de España, garantizando su uso, enseñanza y difusión
como patrimonio común en todo el territorio español.
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POLÍTICA TERRITORIAL: un Estado plural 

Puesta en marcha de una Red de Innovación Democrática, un programa
estatal que impulse proyectos de participación ciudadana, educación
cívica y cultura democrática en todo el país mediante la colaboración con
universidades, institutos y centros de innovación, todo ello con el objetivo
de garantizar que todas las regiones accedan a las mismas oportunidades
de aprendizaje y participación y de reforzar la cohesión territorial y el
compromiso cívico.

Reforma del Senado: transformar el Senado en una auténtica Cámara
Territorial que garantice la representación para todas las comunidades
autónomas, sin que su población o riqueza condicione su peso político.
Para ello será necesaria la modificación de los artículos 69 a 72 de la
Constitución Española.

Justicia, integridad pública y lucha contra la desinformación

Para reforzar la calidad democrática y recuperar la confianza ciudadana en
las instituciones, PROA propone un paquete integral de garantías que actúa
sobre tres frentes: independencia judicial, transparencia política y protección
del espacio informativo frente a la manipulación.

Reforma del sistema de elección del CGPJ, de manera que la mayoría de
los vocales sean elegidos por la propia carrera judicial mediante listas
abiertas, con mandato improrrogable de cinco años y renovación
automática para impedir bloqueos. 

Creación de una Autoridad Independiente de Integridad Informativa,
coordinada con la Unión Europea, dedicada a identificar campañas de
desinformación, redes automatizadas y manipulación digital. Esta contará
con funciones de análisis, alerta pública y cooperación con plataformas,
sin capacidad sancionadora sobre medios ni ciudadanos.

Ley de Transparencia 2.0., con registro público obligatorio de reuniones
entre cargos públicos y lobbies, trazabilidad de contratos desde 20.000€,
auditorías anuales externas de altos cargos y un sistema seguro de alertas
anticorrupción inspirado en la Directiva Europea de Protección del
Denunciante.
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SANIDAD: calidad y financiación del sistema

El derecho a la salud es un derecho básico amparado por el artículo 43 de la
Constitución Española y la Ley General de Sanidad. PROA defiende con firmeza
que la sanidad pública es uno de los pilares esenciales e imprescindibles del
Estado del Bienestar, por lo que debe ser un derecho garantizado para toda la
ciudadanía independientemente de su nivel económico, el territorio en el que
viva o su situación personal. 

Sin embargo, el sistema sanitario español atraviesa actualmente una etapa
de tensiones y desafíos que amenazan su funcionamiento y ponen en riesgo
su capacidad para ofrecer una atención de calidad. Las listas de espera han
alcanzado cifras récord, con 169.447 pacientes en espera en oftalmología o
204.140 en traumatología; los profesionales sanitarios sufren una precariedad
estructural que les obliga a emigrar del país debido a la falta de condiciones
dignas; y la financiación lleva años por debajo de las necesidades reales, con
diferencias entre comunidades autónomas que generan desigualdades
injustificables en el acceso a la atención. 

PROA busca diseñar medidas que permitan emprender una reforma sanitaria
valiente, que combine inversión, modernización y una gestión más eficiente,
para garantizar la equidad y calidad de la atención sanitaria
independientemente del nivel socioeconómico y del lugar donde se viva. 

Un sistema sanitario público mejor financiado y más equitativo

La insuficiente financiación crónica del sistema público es una de las
principales causas de su deterioro. Cuando los profesionales no cuentan con
recursos suficientes no sólo la calidad se resiente, también los hospitales
trabajan al límite. 
Es por ello que PROA se compromete al desarrollo de las siguientes medidas:

Fondo Estatal de Cohesión Sanitaria, de modo que todas las comunidades
autónomas, independientemente de su riqueza, dispongan de los medios
suficientes para ofrecer los mismos servicios esenciales.
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SANIDAD: calidad y financiación del sistema

Plan Nacional de Infraestructuras Sanitarias: con el objetivo de
complementar la medida anterior, se pretende modernizar hospitales,
centros de salud y equipamientos. 

Aumento progresivo del gasto sanitario público, el cual actualmente
representa el 9,2% del PIB español, mientras que el gasto en sanidad de la
Unión Europea alcanza el 11%.  

Dignificación del personal sanitario: la base de un sistema fuerte

En los últimos años, España ha sufrido una pérdida preocupante de talento: en
2024 se tramitaron aproximadamente 6.000 acreditaciones de idoneidad, las
cuales resultan necesarias para trabajar en el extranjero.

Para combatir la falta de oportunidades, los bajos salarios y la inestabilidad
contractual, PROA impulsa las siguientes medidas: 

Pacto Estatal por la Dignificación del Personal Sanitario, con el objetivo de
establecer salarios mínimos armonizados en todo el territorio, ligados a la
experiencia y a la carrera profesional. Además, se pretende eliminar las
jornadas laborables excesivas, la cual la CESM (Confederación Estatal de
Sindicatos Médicos) denuncia que puede llegar a extenderse hasta 60-70
horas semanales, cuando la limitación es de 48 horas semanales. 

Plan de Retorno del Talento Sanitario, el cual ofrecerá incentivos
profesionales, facilidades para la investigación y mejores salarios.

Reducción de las listas de espera: eficiencia, tecnología y cooperación

Para combatir una de las mayores preocupaciones de la ciudadanía, el
aumento de las listas de espera tanto en atención primaria como en
especialidades y cirugías, se han diseñado las siguientes medidas:

Unidad Nacional de Gestión de Listas de Espera, mediante la digitalización
del triaje y agendas clínicas, se pretende unificar criterios, transparentar
datos, coordinar recursos y establecer tiempos máximos priorizando las
urgencias, en todo el país. 
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Acuerdos de cooperación en el ámbito sanitario entre comunidades
autónomas, se trata de una medida que facilite la derivación de un
paciente de cualquier comunidad a otra, de forma que se aproveche la
diversidad territorial.

Promover la telemedicina avanzada mediante inteligencia artificial que
pueda desarrollar la asistencia primaria de manera digital e instantánea.
En caso de gravedad de la enfermedad o estado del paciente, la consulta
será derivada a un profesional.  

Igualdad territorial en el acceso a la atención sanitaria

Actualmente, en las diferentes comunidades autónomas españolas existen
diferencias importantes entre los recursos en cuanto a sanidad pública, lo que
genera desigualdades a la hora de recibir tratamiento o atención. Para
combatir esta injusta disparidad se plantean las siguientes medidas:
 

Cartera Común Obligatoria de Servicios que garantice que cualquier
persona pueda recibir la misma calidad de los mismos servicios públicos,
independientemente del lugar en el que viva.

Fondo de Movilidad Sanitaria, dedicado a financiar desplazamientos de
pacientes de zonas rurales o insulares a centros de referencia, con el
objetivo de disminuir la cifra de pacientes que se ausentan de sus citas
médicas, una cifra que suma un total de 853.000 consultas pérdidas por
no asistencia sólo en Castilla y León.  

Producción pública y seguridad sanitaria

La crisis sanitaria de la pandemia puso en evidencia la dependencia de los
gobiernos hacia productos sanitarios, del mismo modo que se hizo evidente
que el mercado se impone al bien común y al derecho básico de la salud que
nos pertenece como humanos. Es por ello por lo que, desde PROA, se proponen
las siguientes medidas:

Agencia Estatal de Producción Pública de Material Sanitario, una
empresa pública encargada de fabricar productos esenciales como
mascarillas, guantes, instrumental quirúrgico o material de protección. En
resumen, elementos básicos indispensables.

SANIDAD: calidad y financiación del sistema
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Industria farmacéutica pública, la cual no partiría de cero, sino del Centro
Militar de Farmacia de la Defensa, el cual se dedica a producir antídotos
contra ataques Nucleares, Biológicos o Químicos (NBQ). El objetivo de esta
medida es acabar con la dependencia del país a multinacionales
farmacéuticas, de modo que se podrían establecer precios razonables y
ajustados a todos los ciudadanos de España, para que estos puedan
adquirir un recurso básico independientemente de su situación
económica. 

SANIDAD: calidad y financiación del sistema

Integración plena de la salud mental en el Sistema Nacional de Salud

La salud mental es un derecho y una prioridad pública que no puede
depender de recursos limitados. En España, aproximadamente 1 de cada 3
personas padece algún trastorno mental, con prevalencia de ansiedad en
jóvenes menores de 25 años en 32,8 casos por cada 1.000 habitantes. Sin
embargo, sólo una parte recibe atención especializada debido a la escasez de
profesionales: España cuenta con treinta especialistas por cada 100.000
habitantes frente a una media europea de cincuenta. 

La saturación del sistema obliga a muchos pacientes a depender de la
atención primaria sin recursos adecuados, con casi un 15% de la población
habiéndose planteado el suicidio en alguna ocasión. PROA apuesta por un
Sistema Nacional de Salud que integre plenamente la salud mental,
garantizando prevención, accesibilidad y calidad con especial foco en
jóvenes, mujeres y otros colectivos vulnerables. 

Las medidas que PROA pretende levar a cabo para garantizar el acceso
universal a la salud mental incluyen: 

Incremento de personal especializado, con contratación de 4.000
psicólogos clínicos y 1.000 psiquiatras, priorizando zonas con déficit
histórico de recursos y alta demanda. Esto permitirá reducir listas de
espera y aumentar la cobertura de atención especializada.

Equipos de salud mental en atención primaria: integración de psicólogos
y trabajadores sociales en centros de salud locales para atención
temprana y derivación rápida a especialistas. Según los datos, esto
permitirá atender a la gran mayoría del 34% de españoles con trastornos
de la salud mental de forma más efectiva.
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SANIDAD: calidad y financiación del sistema

Acceso rápido y equitativo: cita garantizada en menos de 15 días para
primeros diagnósticos y seguimiento regular, con protocolos específicos
para adolescentes, víctimas de violencia machista y personas en riesgo de
exclusión social. 

Programas escolares y comunitarios de prevención: colaboración con
colegios, institutos y centros comunitarios para detectar ansiedad,
depresión o riesgo de suicidio en jóvenes, con derivación directa al SNS.

Telepsicología y seguimiento remoto: creación de plataformas digitales
seguras para sesiones online, seguimiento de casos y coordinación con
médicos de familia para reducir tiempos de espera y mejorar la cobertura
en zonas rurales o con escasez de especialistas. 

Campañas de sensibilización y desestigmatización para normalizar la
búsqueda de ayuda y la eliminación de prejuicios asociados al
tratamiento psicológico, reforzando la prevención. 

Financiación asegurada con un presupuesto específico plurianual para
programas de salud mental, asegurando que las medidas no dependan
de reasignaciones de emergencia y puedan sostenerse frente al aumento
de la demanda.
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El cambio climático es uno de los mayores desafíos de nuestro tiempo, pero
también una oportunidad para modernizar nuestra economía, mejorar la
calidad de vida y crear empleo verde y de calidad. España cuenta con un
enorme potencial en energías renovables, biodiversidad y liderazgo climático
en la Unión Europea: nuestro país puede y debe ser un referente europeo en
sostenibilidad, justicia climática y protección animal. Sin embargo, esta
transformación debe realizarse con responsabilidad social, asegurando que
los hogares vulnerables, los trabajadores y las pequeñas empresas no sean
quienes paguen el precio del cambio, sino quienes se beneficien de él. Es por
ello por lo que, desde PROA, proponemos una transición energética justa,
democrática y participada, donde las comunidades locales tengan un papel
central y donde la lucha contra el cambio climático esté ligada al bienestar de
las personas, a la eficiencia energética y a la protección de nuestro entorno y
de los animales.

Crear un Fondo de Apoyo a la Eficiencia Energética para hogares y PYMES,
con prioridad para zonas de más pobreza energética y para familias
vulnerables.

Introducir un impuesto progresivo sobre los combustibles fósiles
importados (carbono incorporado) y reinvertirlo en ayudas sociales,
subvenciones a la vivienda eficiente y energías limpias.

Fomentar la instalación de energías renovables comunitarias e implicar
administraciones locales para que la gente participe directamente en la
transición.

Transición ecológica justa basada en la inversión plurianual de 10.000
millones de euros en la “Reindustrialización verde 2030", destinada a crear
polos industriales de energías renovables, hidrógeno verde, biotecnología
climática, rehabilitación energética y movilidad eléctrica. Se coordinará
con universidades y FP para formar a 200.000 trabajadores en oficios
verdes, priorizando a jóvenes y regiones con alto desempleo.

Energías renovables, eficiencia energética y reducción de dependencia de
combustibles fósiles

MEDIO AMBIENTE: cambio climático y bienestar animal
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MEDIO AMBIENTE: cambio climático y bienestar animal

Protección del medio ambiente y biodiversidad

Crear un Plan Integral de Biodiversidad + Protección de Ecosistemas 2030,
con énfasis en restauración de hábitats degradados, ampliación de zonas
naturales protegidas, conservación de fauna amenazada.

Establecer políticas de desarrollo con pérdida neta cero para ecosistemas
frágiles: nuevas infraestructuras deberán compensar con restauración
igual o mayor para minimizar impacto ambiental.

Impulsar el voluntariado ambiental y la participación ciudadana local en
la vigilancia y protección de entornos naturales, reforzando la “voz del
pueblo” en decisiones ambientales.

 Bienestar animal

Subir el rango legal del bienestar animal en la Constitución (o ley marco)
para que se considere sujeto de protección y no sólo cosa.

Prohibir progresivamente espectáculos con animales salvajes, así como
gradualmente eliminar jaulas intensivas en ganadería industrial, obligando
a sistemas de producción que respeten el bienestar (“granjas de
bienestar”, etiquetado claro).

Crear un Plan Nacional para la Protección de Animales de Compañía, y el
refuerzo de sanciones por abandono o maltrato, con campañas de
educación entre jóvenes.

Compromisos internacionales de reducción de emisiones

PROA se compromete a cumplir y superar las metas europeas del Pacto
Verde Europeo y del Acuerdo de París, con una meta propia de reducción
de emisiones de -65 % para 2030 (respecto a 1990) y alcanzar la
neutralidad de carbono para 2045.

Revisar y endurecer los estándares de eficiencia energética para el
parque de vivienda existente: obligación de certificado mínimo de
eficiencia para alquileres a partir de 2027; para contratos nuevos en 2025.
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MEDIO AMBIENTE: cambio climático y bienestar animal

Trabajar en foros internacionales para que se cree un instrumento de
compensación global vinculante para países ricos, y que España lidere
esta iniciativa dentro de la UE.

Promover que los fondos de reconstrucción (como los de Next Generation
EU) se destinen en mayor proporción a la triple transición: verde, digital,
social.
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En un mundo marcado por tensiones geopolíticas, crisis diplomáticas y
desafíos globales que trascienden fronteras, España necesita una política
exterior firme, responsable y profundamente democrática.  En PROA creemos
que la voz de nuestro país debe construirse desde los valores que definen a
nuestra ciudadanía: la paz, la justicia social, la igualdad, la protección de los
derechos humanos y la cooperación entre pueblos. Como socialdemócratas,
defendemos una España plenamente comprometida con Europa, con el
multilateralismo y con una comunidad internacional más justa y solidaria.

España tiene la oportunidad de ejercer un papel protagonista dentro de la
Unión Europea, promoviendo una arquitectura económica y de defensa más
autónoma, más humana y más solidaria. Del mismo modo, creemos que la
política exterior no debe ser un ámbito reservado a élites institucionales: la
ciudadanía debe tener un papel activo en la toma de decisiones que afectan
al papel de España en el mundo. Porque también fuera de nuestras fronteras,
tu voz debe marcar nuestro rumbo.

La proyección internacional de PROA se basa en principios claros: diplomacia
preventiva, participación en misiones para la paz bajo control democrático,
defensa transparente, solidaridad internacional, comercio responsable,
cooperación al desarrollo alineada con la sostenibilidad y relaciones con
América Latina basadas en la reciprocidad. Nuestro compromiso es fortalecer
la presencia de España en el mundo sin renunciar a nuestros valores,
ejerciendo un liderazgo coherente, ético y fiel a la voluntad de la ciudadanía.

Relaciones internacionales de España y papel en la UE

España debe reafirmar su papel en la Unión Europea como puente entre Norte
y Sur, defendiendo una arquitectura económica, social y de defensa más
autónoma y solidaria. En PROA proponemos:

Impulsar una “Iniciativa Ibérica de Solidaridad” que vincule los fondos
estructurales europeos con la reducción de desigualdades entre territorios.

Apoyar una “Autonomía Estratégica Europea”, donde España asuma un
papel activo en la política de defensa común y en la industria de la
defensa, siempre con control democrático, evitando dependencia excesiva
de terceros estados.

INTERNACIONAL Y POLÍTICA EXTERIOR
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Promoveremos que las empresas españolas exporten bajo criterios de
“ética empresarial y sostenibilidad”, evitando que se externalice daño
social o ambiental en otros países.

Incrementaremos el presupuesto de ayuda oficial al desarrollo y que ésta
se coordine con políticas de emigración, migración, y con la transición
ecológica (por ejemplo: energías renovables en países en desarrollo).

Reforzaremos lazos culturales, comerciales y de cooperación tecnológica
con América Latina, pero siempre desde la reciprocidad y no desde
relaciones de dependencia.

Participación en conflictos y defensa

Proteger la paz y promover el diálogo como norma: PROA se compromete
a aumentar la diplomacia preventiva, reforzar la aportación española a
misiones de paz de la Naciones Unidas y de la OTAN cuando proceda, pero
también abogar por una política internacional menos militarizada y más
centrada en la prevención.

En participación en conflictos bélicos: PROA se compromete a que todo
envío de armamento o de fuerzas españolas al exterior pase por un control
parlamentario claro y determinado, que incluya análisis de impacto social,
humano y medioambiental.

Fortalecer la seguridad humanitaria: en conflictos, blindar la protección
de civiles, víctimas, refugiados, y participar activamente en reconstrucción
y ayuda post-conflicto, no sólo en armas.

Migración y refugio: garantizar rutas seguras y vías legales de migración
para evitar la irregularidad; reforzar la política de asilo y protección desde
la solidaridad europea.

Derechos humanos, democracia y multilateralismo

España debe liderar en Europa la defensa de los derechos humanos, del
Estado de derecho y de la democracia frente a la ola autoritaria mundial. 
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INTERNACIONAL Y POLÍTICA EXTERIOR

Promover mecanismos internacionales de rendición de cuentas: apoyo a
tribunales internacionales, endurecimiento de sanciones a los que violen
derechos humanos, comercio condicionado al respeto a esos derechos.

Transparencia y participación ciudadana: la política exterior de PROA
incorporará foros ciudadanos para recibir aportaciones de la sociedad en
la elaboración de grandes decisiones de Estado (misiones exteriores,
gastos, alianzas). De esta forma, reforzamos que tu voz esté también en las
relaciones internacionales.
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